Carátula 


SEÑORA ARISMENDI.- Muy brevemente quiero decir que en el día de ayer el señor Ministro tuvo la deferencia de conversar 
telefónicamente con quien habla sobre un tema pero, desde ese momento hasta la tarde de hoy, se ha ido transformando. Me 
refiero a la actuación de la Comisión Especial que trata la Ley N* 17.449, llamada Comisión para atender los problemas de presos y 
exiliados de la industria privada. 


Hoy no pude encontrar hasta cuándo habíamos votado la prórroga de trabajo, pero ahora se me acota que fue hasta el mes de 
setiembre. 


En la conversación de ayer con el señor Ministro, le planteaba el caso -le voy a entregar la documentación correspondiente para 
que disponga de ella- de una curiosa situación en la cual a una persona se le solicitaba que acreditara documentalmente su estado 
de clandestinidad. En un intercambio amable de opiniones, yo decía al señor Ministro que si la persona pudiera documentar su 
estado de clandestinidad, seguramente no estaría clandestina y que si lo que teníamos que hacer era buscar entre los libros de las 
fuerzas conjuntas, en los comunicados de prensa -porque algunas personas fueron requeridas mediante la prensa- o, incluso, en 
los expedientes de los juzgados militares, que no incluían sólo a los presos, sino también a otra gente, con seguridad no iba a 
alcanzar el tiempo que habíamos dado de prórroga a la Comisión. 


Como dije, esto fue en la tarde de ayer, pero luego de la conversación telefónica con el señor Ministro, me apareció otra curiosidad 
-a la que ya di respuesta directa- en cuanto a que, además de señalar que hay que documentar la calidad de militante sindical - 
incluso se ha dicho que no alcanza con la expedida por el PIT - CNT; este es un tema que hemos discutido, por más que en la 
Comisión se había acordado desde un comienzo que ellos son una especie de veteranos del movimiento sindical- se agrega algo 
peor desde mi punto de vista. Me refiero a una nota adjunta dirigida al Ministro Stirling en la que se dice que se sirva informar si la 
persona estuvo requerida por la autoridad policial y, en caso afirmativo, en qué fechas. Por mi parte, entregué a esta persona la 
respuesta de los Ministros Stirling y Brezzo -entonces titular del Ministerio de Defensa Nacional- a un pedido de informes que yo les 
había hecho -a propósito de otro tema- donde les preguntaba si existían aún los archivos sobre la situación de quienes fuimos 
requeridos en la época de la dictadura. Ambos Ministros contestaron por escrito ese pedido de informes diciendo enfáticamente que 
esos archivos no existen, que están destruidos y yo entregué, como dije, este documento a la persona que mencioné. 


Sin embargo, parece que la Comisión piensa que el Ministro del Interior tiene guardadas las informaciones de los requerimientos 
por parte de la dictadura a determinados individuos. También hago entrega ahora al señor Ministro de este documento. 


A propósito de todo esto, en la tarde de ayer hice una broma al señor Ministro y le decía que se podría caer en el absurdo de exigir 
que se presentara una prueba documental de que el "Pepe" D'Elía era un dirigente sindical y que estaba perseguido. Lo formulé 
como una situación "in extremis". Sin embargo, ahora parece que no era del todo un chiste, porque la Comisión Especial ha 
resuelto -la novedad ingresó hoy al PIT - CNT- que se otorgan también diez días al peticionante, señor José Artigas D'Elía Correa - 
O sea, el "Pepe" D'Elía- para que declare que no se encuentra comprendido en la hipótesis legal porque no puede documentar que 
estaba perseguido o que era dirigente sindical. Entonces, el chiste de ayer se ha convertido hoy en una lamentable realidad que 
muestra que quizás habría que ver cuáles son los criterios con los que se está trabajando y que, si la documentación requerida hay 
que ir a buscarla entre los expedientes militares, no será sencillo. 


Ayer comentaba al señor Ministro un caso que nos ha tocado muy de cerca, en el que ni siquiera pudimos conseguir en los 
juzgados militares la constancia de la prisión en el penal de Libertad o en Punta de Rieles. Estamos hablando de la documentación 
que certifica que se estuvo preso en esos lugares; menos se va a poder documentar que se estuvo clandestino. 


Quería dejar este punto planteado y dejo copias de las notas cursadas a estas personas. Además, parto de la base de que si me 
llegaron éstas, me van a seguir llegando otras. Hoy el PIT - CNT, conociendo esta situación, me mandó la del "Pepe" D'Elía como 
frutilla de la situación que habíamos empezado a evaluar. 


La intención es documentar al señor Ministro lo que ayer le trasmitía por teléfono -tengo claro que no tiene por qué saber nada de 
esto- con los agregados que surgieron posteriormente, incluyendo la situación del "Pepe" D'Elía. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero comentar que en el caso de José D'Elía vamos a averiguarlo de inmediato, pero tenía entendido que 
ya estaba resuelto. 


En lo que se refiere al resto de los puntos, básicamente el tema de la exigencia de prueba documental para acreditar los extremos 
de la ley, como le adelantaba por teléfono en el día de ayer, debe tenerse en cuenta que es la ley la que lo establece, no es la 
propia Comisión. Sin duda, habría que revisar el caso de los libros de las Fuerzas Armadas que se mencionaron y otras 
publicaciones periódicas. Ha habido pronunciamientos afirmativos; en otros casos, probablemente la situación llegue a ser injusta, 
pero es lo que ocurre con la ley: "dura lex sed lex". 


De todas maneras, no quiero dar una respuesta definitiva por ahora, pero adelantamos que vamos a revisar con más detenimiento 
la documentación que agregó la señora Senadora Arismendi. 
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